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LA ACCION DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL

Hary Solana Watts, Luisa Yepes Castillo.1

RESUMEN

La Acción de Tutela contra Providencia Judicial es un mecanismo constitucional excepcional y de 
última ratio en el ordenamiento jurídico colombiano, regulado por el Artículo 86 de la Constitución 
y desarrollado por la Corte Constitucional. Su finalidad no es reabrir un debate procesal, sino prote-
ger los derechos fundamentales que han sido vulnerados o amenazados por una decisión judicial que 
se considera arbitraria o manifiestamente irrazonable.

Su doctrina ha evolucionado, inicialmente se restringió a casos de "vía de hecho", un concepto que 
implicaba una actuación judicial grosera y caprichosa. Posteriormente, este concepto fue reempla-
zado y objetivado por las "Causales Genéricas de Procedibilidad", que incluyen defectos específicos 
como el defecto fáctico (error grave en las pruebas), sustantivo (aplicación incorrecta de la ley), o el 
desconocimiento del precedente (apartarse sin justificación de la jurisprudencia de las Altas Cortes).

La procedencia de esta tutela exige el cumplimiento de requisitos rigurosos de subsidiariedad, in-
mediatez y relevancia constitucional. Este equilibrio busca garantizar, por un lado, la supremacía 
constitucional de los derechos fundamentales y, por otro, la autonomía e independencia judicial y 
el principio de la cosa juzgada, evitando que la tutela se convierta en una "tercera instancia" de los 
procesos judiciales.
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ABSTRACT

The Action for Protection of Constitutional Rights against a Judicial Decision is an exceptional and 
last-resort constitutional mechanism in the Colombian legal system, regulated by Article 86 of the 
Constitution and developed by the Constitutional Court. Its purpose is not to reopen a procedural 
debate, but rather to protect fundamental rights that have been violated or threatened by a judicial 
decision considered arbitrary or manifestly unreasonable.

Its doctrine has evolved. Initially, it was restricted to cases of "de facto action," a concept that im-
plied a gross and capricious judicial action. Subsequently, this concept was replaced and objectified 
by the "Generic Grounds for Admissibility," which include specific defects such as factual defects 
(serious errors in the evidence), substantive defects (incorrect application of the law), or disregard 
for precedent (departing without justification from the jurisprudence of the High Courts).

The admissibility of this action requires compliance with rigorous requirements of subsidiarity, imme-
diacy, and constitutional relevance. This balance seeks to guarantee, on the one hand, the constitutional 
supremacy of fundamental rights and, on the other, judicial autonomy and independence and the prin-
ciple of res judicata, preventing the protection from becoming a "third instance" of judicial processes.
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INTRODUCCIÓN

La Constitución Política de Colombia de 1991 
es el fundamento de la Acción de Tutela, esta-
blecida en el artículo 86 como el mecanismo 
expedito y preferente para la protección de los 
derechos fundamentales. No obstante, la po-
sibilidad de interponer esta acción contra una 
providencia judicial generó desde sus inicios un 
conflicto constitucional.

Este conflicto se articula entre dos principios 
esenciales del Estado Social de Derecho: la Su-
premacía Constitucional, que exige que ninguna 
actuación vulnere la constitución política, la auto-
nomía e independencia judicial y la cosa juzgada 
(pilares que garantizan la seguridad jurídica).

Aunque la Corte Constitucional intentó ini-
cialmente blindar la función judicial declaran-
do inconstitucional la tutela contra sentencias 
(C-543 de 1992), reconoció que una decisión 
judicial abiertamente caprichosa, irracional o 
ilegal dejaba de ser una actuación judicial para 
transformarse en una simple actuación arbitra-
ria. En esos casos, el principio de protección de 
derechos debe prevalecer. De esta manera, la 
tutela contra providencia judicial se consolidó 
como un recurso excepcional y sumamente res-
tringido, cuyo propósito es controlar el ejercicio 
despótico del poder judicial y asegurar que la 
decisión material esté siempre en consonancia 
con los valores y preceptos de la Constitución.

EVOLUCIÓN JURISPRUDENCIAL DE 
LA TUTELA CONTRA PROVIDENCIA 
JUDICIAL

La historia de la tutela contra decisiones judicia-
les en Colombia se divide en fases, marcadas por 
el paso de una prohibición casi total a un meca-
nismo excepcional y reglamentado.

Fase 1: La primera etapa en la evolución de la 
tutela contra providencias judiciales estuvo mar-
cada por la prohibición general de su uso y la 
creación de una excepción sumamente restricti-
va. Este periodo se centra en la Sentencia C-543 
de 1992.

Esta sentencia surgió en respuesta al Decre-
to 2591 de 1991, que inicialmente permitía la 
acción de tutela contra cualquier providencia 
judicial. La Corte Constitucional declaró la 
inexequibilidad del artículo 11 del Decreto, es-
tableciendo la regla general de improcedencia 
de la tutela contra sentencias. La justificación 
principal radicó en la necesidad de proteger la 
autonomía e independencia judicial, la seguri-
dad jurídica, y el valor de la cosa juzgada, argu-
mentando que permitir la tutela de forma irres-
tricta la convertiría en una indeseable tercera 
instancia.

No obstante, la Corte mantuvo abierta una puer-
ta para casos excepcionalísimos y extremos. 
Esta fue la Excepción de la “Vía de Hecho”: si 
la actuación del juez era tan burda, caprichosa y 
arbitraria que se apartaba completamente de la 
ley y la Constitución, su decisión dejaba de ser 
un acto judicial legítimo para convertirse en una 
simple “vía de hecho” susceptible de ser atacada 
mediante tutela.

Tras la C-543/92, la jurisprudencia se dedicó a 
consolidar y definir esta noción, identificando 
los defectos que configuraban una “vía de he-
cho”:

·	 Defecto Fáctico: Un error determinante en 
la apreciación de las pruebas.

·	 Defecto Sustantivo: La aplicación de una 
norma inexistente, inconstitucional o la apli-
cación manifiestamente irrazonable de la 
ley.

·	 Defecto Orgánico: La falta absoluta de 
competencia del juez que profirió la deci-
sión.

·	 Defecto Procedimental: El desconocimien-
to absoluto de las formas propias del proceso 
que vulnera el debido proceso.
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Esta fase sentó las bases para el control constitu-
cional de la arbitrariedad judicial, aunque bajo 
una figura, la vía de hecho que resultaría ser 
demasiado subjetiva y que evolucionaría en la 
siguiente fase.

Fase 2: La segunda fase en la evolución de la tu-
tela contra providencias judiciales está definida 
por la Sentencia C-590 de 2005, que supuso un 
cambio doctrinal crucial.

El contexto que motivó este cambio fue la cre-
ciente dificultad de aplicar el concepto de “vía 
de hecho”. La Corte determinó que este término 
resultaba ser demasiado subjetivo, peyorativo e 
insuficiente para abarcar la diversidad de defec-
tos que podían violar derechos fundamentales 
dentro de un proceso judicial.

Mediante la Sentencia C-590 de 2005, la Corte 
Constitucional tomó la decisión fundamental de 
abandonar el concepto de “vía de hecho” y lo 
reemplazó por la noción de “Causales Genéri-
cas de Procedibilidad”. Este no fue un simple 
cambio; fue una ampliación de la doctrina que 
permitió pasar de un enfoque centrado en la con-
ducta arbitraria del juez a uno centrado en el re-
sultado de la decisión que viola la Constitución.

La C-590 de 2005 se consolidó como la piedra 
angular de la doctrina actual, estableciendo de 
manera taxativa y organizada los requisitos de pro-
cedencia: los requisitos generales y los requisitos 
específicos, que son los defectos de la decisión en 
sí misma. Esta sistematización proporcionó mayor 
claridad y seguridad jurídica al mecanismo.

Fase 3: Esta fase se caracteriza por la conso-
lidación y el perfeccionamiento de la doctrina 
de las Causales Genéricas de Procedibilidad, 
principalmente a través de las Sentencias de 
Unificación (SU) de la Corte Constitucional. 
En este periodo, se elevó el Defecto por Des-
conocimiento del Precedente (en fallos como la 
SU-917/10) a la categoría de causales generales 
y específicas, garantizando la igualdad y el de-
bido proceso al obligar a los jueces a seguir las 
reglas fijadas por las Altas Cortes o a justificar 
razonablemente.

Además, se consolidó el Defecto por Error 
Inducido para proteger los derechos cuando 
una decisión formalmente correcta se basa en 
hechos o pruebas que resultaron falsos debido 
a un fraude o error externo al juez. Mediante 
numerosas Sentencias de Unificación, la Cor-
te ha afinado la aplicación de estas causales a 
contextos de alta complejidad jurídica siempre 
preservando el carácter subsidiario y residual 
de la acción de tutela.

LAS CAUSALES GENÉRICAS DE PRO-
CEDIBILIDAD

Para que una acción de tutela proceda contra una 
providencia judicial, la Corte Constitucional ha 
establecido dos grandes requisitos:

Requisitos Generales de Procedencia (Fácticos)

·	 Relevancia Constitucional: El asunto debe 
involucrar un debate sobre un derecho fun-
damental, no solo una controversia legal o 
económica.

·	 Subsidiariedad y Residualidad: El afec-
tado debe haber agotado todos los recursos 
ordinarios y extraordinarios disponibles 
dentro del proceso judicial.

·	 Inmediatez: La acción debe interponerse en 
un término razonable desde que ocurrió la 
vulneración.

·	 Identificación del derecho vulnerado: 
Debe señalarse de forma precisa el derecho 
fundamental vulnerado y los hechos que ge-
neran la afectación.

·	 No Vía de Hecho en Tutela: La tutela no 
procede contra otra sentencia de tutela.

Requisitos Específicos de Procedencia (Sus-
tanciales o ‘Vías de Hecho’)

La providencia judicial atacada debe haber in-
currido en uno de los siguientes defectos 
graves:

·	 Defecto Orgánico: El juez que profirió la 
sentencia carecía de competencia absoluta 
para conocer del asunto.

·	 Defecto Procedimental Absoluto: El juez 
actuó completamente al margen del procedi-
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miento establecido, afectando el derecho al 
debido proceso y defensa.

·	 Defecto Fáctico: Ocurre por una valoración 
probatoria arbitraria o irrazonable. Puede 
ser positivo (valorar pruebas inexistentes o 
ilegales) o negativo (dejar de valorar prue-
bas cruciales para la decisión).

·	 Defecto Material o Sustantivo: La deci-
sión se fundamenta en normas inexistentes, 
inaplicables, inconstitucionales, o se le da 
una interpretación irrazonable o abierta-
mente contraria a la Constitución.

·	 Error Inducido (o Defecto por Conse-
cuencia): La decisión judicial se basa en 
hechos o pruebas que resultaron falsos o 
equivocados, inducidos por un tercero, re-
sultando en la vulneración de derechos.

·	 Decisión sin Motivación: La sentencia ca-
rece de una justificación razonable, clara y 
adecuada de las razones de hecho y de dere-
cho que soportan la decisión.

·	 Desconocimiento del Precedente: El juez 
se aparta de la jurisprudencia de los órga-
nos de cierre (Corte Constitucional, Corte 
Suprema de Justicia o Consejo de Estado) 
sin ofrecer una razón suficiente y constitu-
cionalmente válida (deber de transparencia 
y coherencia).

·	 Violación Directa de la Constitución: La 
providencia judicial desconoce o le da una 
aplicación abiertamente contraria a un pre-
cepto de la Carta Política.

CONCLUSIÓN

La Acción de Tutela contra Providencia Judicial 
se construye como el mecanismo más sofistica-
do y delicado del derecho constitucional colom-
biano. Su existencia es una manifestación direc-
ta del Estado Social de Derecho, al asegurar que 
el poder judicial, si bien goza de autonomía e 
independencia, no es un poder absoluto ni in-
controlable.

La doctrina desarrollada por la Corte Constitucio-
nal logró un equilibrio fundamental: por un lado, 
respeta la cosa juzgada y la estructura jerárquica 
judicial al exigir los rigurosos requisitos de subsi-
diariedad e inmediatez; y por otro, protege la su-

premacía constitucional al permitir la corrección 
de decisiones que incurran en las Causales.

Al permitir la revisión de la actividad interpre-
tativa y probatoria del juez, la tutela asegura 
dos valores primordiales: la igualdad ante la 
ley (tratando casos iguales de manera igual) y 
la coherencia del sistema jurídico. En esencia, 
este mecanismo no busca la justicia material en 
el sentido de reevaluar pruebas o hechos, sino 
garantizar la justicia formal y constitucional en 
el procedimiento y en la fundamentación de las 
sentencias. Es la última frontera de defensa de 
los derechos fundamentales frente al ejercicio 
arbitrario del poder jurisdiccional.
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